EQUILIBRIO ECONÓMICO DEL CONTRATO – Condiciones existentes – Permanecer durante la ejecución – Liquidación

[…] por ser la ejecución de su objeto una cuestión vertebral, la conmutatividad del contrato estatal se edifica sobre la base del equilibrio, de la igualdad o equivalencia proporcional y objetiva de las prestaciones económicas y por consiguiente las condiciones existentes al momento de la presentación de la propuesta y de la celebración del contrato deben permanecer durante su ejecución, e incluso su liquidación, manteniéndose en estas etapas las obligaciones y derechos originales así como las contingencias y riesgos previsibles que asumieron las partes, de tal suerte que de llegar a surgir fenómenos que rompan el equilibrio que garantiza el legislador, debe de inmediato restablecerse.

Por esta razón es que la ley ha previsto diversos mecanismos que permiten conjurar aquellos factores o contingencias que puedan conducir a la paralización o inejecución del contrato, destacándose dentro de ellos aquel que permite el restablecimiento del equilibrio financiero, pues mediante él se asegura que el contratista podrá cumplir y cumplirá con sus obligaciones y por ende se llevará a feliz término la ejecución del contrato.

ALTERACIÓN EQUILIBRIO ECONÓMICO – Contrato estatal – Hecho del príncipe – Teoría de la imprevisión

También debe preverse que son diferentes las circunstancias que determinan la alteración del equilibrio económico del contrato estatal, pues, como es bien sabido, pueden derivarse de hechos o actos imputables a la Administración o al contratista que configuren un incumplimiento de sus obligaciones como contratante, de actos generales del Estado (hecho del príncipe) o de circunstancias imprevistas, posteriores a la celebración del contrato y no imputables a ninguna de las partes (teoría de la imprevisión).

EQUILIBRIO ECONÓMICO DEL CONTRATO – Imprevistos – Alteración grave – Restablecimiento económico

Sin embargo, lo anterior no significa que en todas las hipótesis el contratista deba obtener con exactitud numérica la utilidad calculada y esperada por él pues no cualquier imprevisto que merme su ventaja tiene la virtualidad de conducir al restablecimiento económico.

En efecto, sólo aquellas eventualidades imprevistas que alteran gravemente la ecuación financiera son idóneas para pretender con fundamento en ellas el restablecimiento económico pues si esto no se garantiza se afectaría el interés público que está presente en la contratación estatal.

[…] debe recordarse que en todos estos eventos que pueden dar lugar a una alteración del equilibrio económico del contrato es indispensable, para que se abra paso al restablecimiento, la prueba del menoscabo y de que este es grave y que además no corresponde a un riesgo propio  de la actividad que deba ser asumido por una de las partes contractuales
PRINCIPIO DE BUENA FE CONTRACTUAL – Objetivo – Respetar y acatar lo pactado 

De manera que el principio de la buena fe contractual es de carácter objetivo e impone, fundamentalmente, a las partes respetar en su esencia lo pactado, cumplir las obligaciones derivadas del acuerdo, perseverar la ejecución de lo convenido, observar cabalmente el deber de informar a la otra parte, y, en fin, desplegar un comportamiento que convenga a la realización y ejecución del contrato sin olvidar que el interés del otro contratante también debe cumplirse y cuya satisfacción depende, en buena medida, de la lealtad y corrección de la conducta propia. 
Es por ello que, además, ante la inconformidad con el clausulado contractual o en presencia de un incumplimiento o alteración del equilibrio económico del contrato, la parte afectada está en la obligación de informar inmediatamente tales circunstancias a su co-contratante, en atención al principio de la buena fe y a la regla de oportunidad que no permiten que una de las partes, en el momento en que espera el cumplimiento de la obligación debida, sea sorprendida por su contratista con circunstancias que no alegó en el tiempo adecuado, de manera que cualquier reclamación o pretensión ulterior es extemporánea, improcedente e impróspera por vulnerar el principio de la buena fe contractual.

[…]

Y es que, se itera, el principio de la buena fe objetiva impone fundamentalmente que las partes contratantes respeten y acaten en esencia lo pactado, razón por la cual cualquier actuación desplegada por una de ellas tendiente a interpretar unilateralmente las reglas inicialmente convenidas en perjuicio o desmedro de los intereses de su cocontratante se tornaría totalmente contraria a dicho principio. 

DESEQUILIBRIO DEL CONTRATO – Acuerdo de las partes – Suspensiones – Adiciones – Prórrogas − Presentación solicitudes – Salvedades 

Luego, si las partes, habida cuenta del acaecimiento de circunstancias que pueden alterar el contrato, llegan a acuerdos tales como suspensiones, adiciones o prórrogas del plazo contractual, contratos adicionales, otrosíes, etc., al momento de suscribir tales acuerdos en razón de tales circunstancias es que deben presentar las solicitudes, reclamaciones o salvedades por incumplimiento del contrato, por su variación o por las circunstancias sobrevinientes, imprevistas y no imputables a ninguna de las partes.
[…]

En consecuencia, si las solicitudes, reclamaciones o salvedades fundadas en el incumplimiento o la alteración del equilibrio económico no se hacen al momento de suscribir las suspensiones, adiciones o prórrogas del plazo contractual, contratos adicionales, otrosíes, etc., que por tal motivo se convinieren, cualquier solicitud, reclamación o pretensión ulterior es extemporánea, improcedente e impróspera por vulnerar el principio de la buena fe contractual.
EQUILIBRIO ECONÓMICO DEL CONTRATO – Alteración – Eventos – Prueba del menoscabo – Gravedad – No riesgo propio del contrato 

[…] debe recordarse que en todos estos eventos que pueden dar lugar a una alteración del equilibrio económico del contrato es indispensable, para que se abra paso el restablecimiento, la prueba del menoscabo y de que éste es grave y que además no corresponde a un riesgo propio  de la actividad que deba ser asumido por una de las partes contractuales.

En esta misma línea de pensamiento, debe tenerse presente que para tener por acreditado el desequilibrio económico debe aparecer la prueba fehaciente de que en virtud del incumplimiento contractual se presentó un resquebrajamiento grave de la ecuación contractual que compromete la ejecución del contrato. Esto es, que las situaciones fácticas configuradoras del incumplimiento tuvieran la virtud de afectar de manera tan profunda la estructura económica que no puede ser más que calificada de grave.

La prueba en materia de desequilibrio económico, así las cosas, no solo debe configurar el hecho mismo afectante y determinador del incumplimiento, sino también y de manera consecuencial y objetivo el impacto cierto, claro, evidente en la bases que soportan las condiciones económicas y financieras del negocio, permitiendo visualizar al juzgador el daño que sobre las mismas se hubiere causado.
DESEQUILIBRIO ECONÓMICO DEL CONTRATO – Prueba rigurosa – Objetiva – Especiales consideraciones – Juez – Certeza técnica del desbalance

La Sala estima oportuno precisar que la prueba de tal desequilibrio no puede ser meramente retórica. El desequilibrio financiero del contrato es un asunto técnico y por ende su prueba debe ser rigurosa, objetiva y debidamente soportada; no bastan simples planteamientos doctrinales o jurisprudenciales; se hace necesario prueba idónea, adecuada y pertinente que evidencie en concreto, la magnitud del desajuste económico del negocio y su impacto en la conmutatividad del mismo.

Prueba, por lo tanto, de ser el caso, altamente técnica, razonablemente fundada en especiales consideraciones contables, económicas, financieras, que permitan deducir de manera objetiva, cómo las situaciones fácticas alegadas como afectantes del equilibrio contractual, inciden de manera cierta, evidente, clara y material en las estructuras económicas y financieras del negocio en los términos propuestos y pactados.

A través de la actividad y debate probatorio el juez debe llegar a la certeza técnica del desbalance que afecta la relación negocial, de aquí como, la simple afirmación en la demanda de la existencia del desequilibrio o de la ruptura de la fórmula o modelo económico rector del negocio, no sea por sí mismo suficiente para dar por probada la configuración de la misma, sus características, impacto en la conmutatividad del negocio, magnitud del desajuste, en fin, todo lo relativo a su identificación plena y que permita abrir paso, al reconocimiento judicial de esta situación y a la determinación y cuantificación de las indemnizaciones que sean pertinentes.
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Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte actora
 contra la sentencia del 26 de marzo de 2015
 proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, que resolvió negar las pretensiones de la demanda. 

I. ANTECEDENTES

1. Lo pretendido

El 7 de octubre de 2011

, el Consorcio Convel EGL – SED 106 de Edgar Gómez Lucena y Asociados Ltda., por intermedio de apoderado judicial presentó demanda contra el Distrito de Bogotá – Secretaría de Educación del Distrito Capital para que se declaré que se alteró el equilibrio económico del contrato No. 238 suscrito el 22 de diciembre de 2006 suscrito entre las partes por valor de $1.0369.833.440.74 en razón a la mayor permanencia en la obra y por la suma de $91.373.216.oo como consecuencia de la generación de ingentes financieros. 

2. Como fundamento de sus pretensiones, la parte actora expuso los hechos que la Sala sintetiza así
: 

El día 22 de diciembre de 2006, el  Consorcio Convel EGL – SED 106 y la Secretaría de Educación del Distrito de Bogotá D.C. celebraron el contrato No. 238 de 2006, el cual tenía por objeto la “ejecución de las obras complementarias de mejoramiento integral consistentes en las obras de construcción de la primera etapa de acuerdo a los planos, detalles, especificaciones y cantidades de obra entregados por la Secretaría de Educación del Distrito, de la Institución Educativa Distrital Magdalena Ortega Nariño de la Localidad de Engativá” y tenía un valor de $6.502.938.851.oo. 

No obstante, durante la ejecución del contrato, se presentaron los siguientes hechos generadores de desequilibrio de la ecuación económica del contrato: 

2.1- Mayor Permanencia de Obra: El contrato No. 238 de 2006 sufrió una serie de modificaciones, suspensiones y prorrogas las cuales fueron generadas por causas imputables a la Secretaría de Educación del Distrito de Bogotá.  

2.2.- El pago de costos financieros originados por el no pago del anticipo: 

“(…) A pesar, de las múltiples gestiones y comunicaciones tendientes a la obtención del anticipo, finalmente con fecha 30 de junio de 2009, se hace entrega de la obra sin que hubiera sido posible la obtención del anticipo solicitado. 

Lógicamente la no entrega del anticipo generó en el consorcio una situación de iliquidez, que le obligó en aras de seguir cumpliendo impecablemente con las obligaciones contractuales, a acudir a créditos bancarios que como es de suponer conllevan el pago de intereses, acrecentando así el desbalance de la ecuación económica del contrato. 

(…)”. 

3. El trámite procesal

3.1- Admitida la demanda
 y noticiado el Distrito del auto admisorio
, el asunto se fijó en lista y el accionado le dio respuesta
 oponiéndose a las pretensiones formuladas porque a la parte actora “no le asiste el derecho invocado”. 

De igual forma, el Distrito de Bogotá D.C – Secretaría de Educación propuso como excepciones: 

- Inexistencia de perjuicios en la cuantía propuesta por el demandante y derivados de la mayor permanencia en obra: De conformidad con el informe de interventoría realizado por la Universidad Nacional al contrato de obra No. 238 de 2006: 

“(…) La propia interventoría desmiente los datos suministrados por el contratista, haciendo ver a todas luces un desfase y ausencia de criterios avaladores que puedan ser supervisados a conformidad. Esta excepción presenta cómo el desequilibrio asciende a mil trescientos sesenta y nueve mil ochocientos treinta y tres mil cuatrocientos cuarenta pesos con setenta y cuatro centavos ($1.369.833.440,74), que además de no estar sustentado con anterioridad a la liquidación del contrato o al momento de la suscripción misma del acta de liquidación, difiere y en mucho del valor que expone la interventoría. La incongruencia es notoria (…)”. 

- Existencia de reclamación de menor valor anterior a la liquidación del contrato: Al respecto, la entidad demandada expresó que el contratista en el acta de liquidación del contrato No. 238 de 2006 no formuló ninguna reclamación con relación a los sobrecostos en la obra. 

-   Excepción de buena fe: 
“(…) Permitir un cambio de posición aleatorio, controvertiría la doctrina de los actos propios que reclama “a nadie le es licito venir contra sus propios actos”, formulación anterior que encuentra sustento en el principio de la buena fe o “bona fides” que debe imperar en las relaciones jurídicas. La bona fides reclama el comportamiento del demandante de la manera expuesta en las sentencias del Consejo de Estado citadas, permitiendo una relación contractual transparente y equitativa no bastando solamente su enunciación sino la delimitación de lo que es materia de inconformidad para su resolución oportuna, evitando mayores costos para la contraparte generalmente administrativa (…)”. 

3.2- Después de decretar
 y practicar pruebas, se corrió traslado a las partes y al Ministerio Público para que alegaran de conclusión
, oportunidad que fue aprovechada por la parte demandante
 y por el Ministerio Público
. 

II. LA SENTENCIA DEL TRIBUNAL 

Como se anotó ad initio de esta providencia el 26 de marzo de 2015, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca negó las pretensiones de la demanda.  

Como fundamento de su decisión el A quo consideró que es ineficaz la salvedad relacionada con los “sobrecostos, daños y perjuicios y diferencias”, realizada por el contratista en el acta de liquidación de 3 de diciembre de 2009 del contrato de obra No. 238 de 2006 en la medida que carece de especificidad y de concreción. 

III. EL RECURSO DE APELACIÓN

El 27 de abril de 2015 el apoderado judicial de la parte demandante interpuso recurso de apelación
, el cual fue sustentado mediante escrito de 21 de septiembre del mismo año
 donde solicitó que se revoque la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca y en su lugar se acceda a las pretensiones de la demanda, por cuanto consideró:

“(…)  PRIMERO: Si bien es cierto el Representante Legal del Consorcio CONVEL – EGL SED 106, al momento de notificarse de la liquidación del contrato hizo la salvedad  “con su suscripción hacemos constar que el consorcio CONVEL – EGL SED 106 se reserva el derecho de formular reclamación por sobrecostos, daños y perjuicios y diferencias que se presentaron en el desarrollo y con ocasión del presente contrato”, donde se pude (sic) establecer que concretó los motivos de su inconformidad respecto a los sobrecostos, daños y perjuicios y a las diferencias que se presentaron en el desarrollo del contrato y que fueron bastantemente claras en las ya reclamaciones concretas y especificas que había presentado con anterioridad y que se presentaron como pruebas dentro de la siguiente acción, las cuales no fueron tenidas en cuenta por la juzgadora de primera instancia. 

SEGUNDO: De lo anterior se deduce que los integrantes del consorcio CONVEL – EGL –SED 106, no aceptaron los términos de la liquidación del contrato número 238 del 22 de diciembre de 2006, suscrito entre la Secretaría de Educación del Distrito y los demandantes, por cuanto verdaderamente se alteró el equilibrio de la ecuación económica del contrato por la mayor permanencia en obra generada por las multiples suspensiones y modificaciones hechas al contrato, todas imputables a la Secretaría de Educación Distrital, las cuales fueron puestas a disposición del Juzgado por la misma demandada a través de la profesional Melida Castiblanco Rodriguez, en la calidad de Jefe de Oficina de Contratos. 

TERCERO: Debo reiterar que es viable presentar las relcmaciones que quedaron presentadas en la demanda ya que la parte interesada, consorcio CONVEL – EGL- SED 106, en la misma acta de liquidación dejó expresa salvedad en relación con los puntos especificicos de inconformidad frente a los desacuerdos de la resolución de liquidación, aspecto que lo faculta para haber acudido a la Jurisdicción Contencioso Administrativa mediante la presentación de la respectiva demanda contractual ya que se dejó salvedades en el acta en relación con reclamaciones que se debaten con esta acción. 

(…)”. 
IV. EL CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO

El señor Agente del Ministerio Público guardó silencio.  

En consideración a que el expediente se encuentra al despacho del Consejero Ponente para elaboración del fallo y no advirtiéndose causal de nulidad que pueda invalidar lo actuado, la Sala de Subsección C procede a desatar la alzada, previas las siguientes:
V. CONSIDERACIONES

Para resolver lo pertinente, la Sala, retomando la problemática jurídica propuesta por los actores, precisará el alcance de los conceptos adoptados como ratio decidendi para sustentar su decisión: 1. Alcance del desequilibrio económico del contrato estatal, 2. El principio de buena fe contractual, 3. Oportunidad de las reclamaciones en materia contractual – Salvedades, 4. La necesidad de prueba idónea del vínculo ente la situación fáctica alegada y el desajuste o ruptura grave del equilibrio económico del contrato, 5. Análisis del caso concreto, 5.1.- Hechos probados, 5.2.- Análisis y solución jurídica. 
1. Alcance del desequilibrio económico del contrato estatal

En cuanto a la finalidad de la contratación estatal, la Constitución Política dispone que el Estado tiene dentro de sus fines esenciales, entre otros, “servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados” 
 en ella,  que “la función administrativa está al servicio de los intereses generales y se desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la descentralización, la delegación y la desconcentración de funciones”
”

En el mismo sentido el artículo 365 de la Carta Magna señala que “los servicios públicos son inherentes a la finalidad social del Estado,” que es deber de éste “asegurar su prestación eficiente a todos los habitantes del territorio nacional,” que “podrán ser prestados por el Estado, directa o indirectamente, por comunidades organizadas, o por particulares”  y que “en todo caso, el Estado mantendrá la regulación, el control y la vigilancia de dichos servicios”
 
Esta preceptiva superior encuentra cabal desarrollo en la normatividad que regula la contratación estatal
 y al respecto esta Sala de Subsección ha dejado dicho
 que, de este conjunto normativo se desprende que como la actividad del Estado debe estar al servicio de los asociados y ha de encaminarse a la prestación de los servicios públicos, si la Administración considera que para su prestación debe servirse del concurso de otras personas, en especial de los particulares, puede emplear para ello un instrumento idóneo como lo es el contrato, empero, al hacerlo las partes contratantes no deben perder de vista que mediante la utilización del esquema contractual las entidades estatales, por una parte, persiguen el cumplimiento de sus fines y que los particulares que con ellas contratan, por la otra, son colaboradores en la consecución de tales fines.

Luego, en últimas, el contrato del Estado persigue la satisfacción de un interés general puesto que está encaminado a la prestación de los servicios públicos, particularidad ésta de la contratación estatal que determina que la ejecución del objeto contractual sea un asunto nuclear.

Ahora bien, por ser la ejecución de su objeto una cuestión vertebral, la conmutatividad del contrato estatal se edifica sobre la base del equilibrio, de la igualdad o equivalencia proporcional y objetiva de las prestaciones económicas y por consiguiente las condiciones existentes al momento de la presentación de la propuesta y de la celebración del contrato deben permanecer durante su ejecución, e incluso su liquidación, manteniéndose en estas etapas las obligaciones y derechos originales así como las contingencias y riesgos previsibles que asumieron las partes, de tal suerte que de llegar a surgir fenómenos que rompan el equilibrio que garantiza el legislador, debe de inmediato restablecerse
.

Por esta razón es que la ley ha previsto diversos mecanismos que permiten conjurar aquellos factores o contingencias que puedan conducir a la paralización o inejecución del contrato, destacándose dentro de ellos aquel que permite el restablecimiento del equilibrio financiero, pues mediante él se asegura que el contratista podrá cumplir y cumplirá con sus obligaciones y por ende se llevará a feliz término la ejecución del contrato.

De ésta forma, por medio de la institución a la que se alude no sólo se busca proteger el interés individual de las partes contratantes manteniendo las condiciones pactadas al momento de proponer o contratar sino que también busca proteger el interés general estableciendo diversos mecanismos mediante los cuales se mantenga una estabilidad financiera del contrato que permita el debido cumplimiento del objeto contractual, dentro de los cuales se encuentran las fórmulas de ajuste y reajuste de precios inicialmente convenidos.

También debe preverse que son diferentes las circunstancias que determinan la alteración del equilibrio económico del contrato estatal, pues, como es bien sabido, pueden derivarse de hechos o actos imputables a la Administración o al contratista que configuren un incumplimiento de sus obligaciones como contratante, de actos generales del Estado (hecho del príncipe) o de circunstancias imprevistas, posteriores a la celebración del contrato y no imputables a ninguna de las partes (teoría de la imprevisión).

Por estas razones es que el fenómeno de la conmutatividad del contrato estatal se edifica sobre la base del equilibrio, de la igualdad o equivalencia proporcional y objetiva de las prestaciones económicas y por consiguiente las condiciones existentes al momento de la presentación de la propuesta y de la celebración del contrato deben permanecer durante su ejecución, e incluso su liquidación, manteniéndose en estas etapas las obligaciones y derechos originales así como las contingencias y riesgos previsibles que asumieron las partes, de tal suerte que de llegar a surgir fenómenos que rompan el equilibrio que garantiza el legislador, debe de inmediato restablecerse.

Sin embargo, lo anterior no significa que en todas las hipótesis el contratista deba obtener con exactitud numérica la utilidad calculada y esperada por él pues no cualquier imprevisto que merme su ventaja tiene la virtualidad de conducir al restablecimiento económico.

En efecto, sólo aquellas eventualidades imprevistas que alteran gravemente la ecuación financiera son idóneas para pretender con fundamento en ellas el restablecimiento económico pues si esto no se garantiza se afectaría el interés público que está presente en la contratación estatal.

Así que el restablecimiento del equilibrio económico más que proteger el interés individual del contratista lo que ampara fundamentalmente es el interés público que se persigue satisfacer con la ejecución del contrato.

Ahora bien, debe recordarse que en todos estos eventos que pueden dar lugar a una alteración del equilibrio económico del contrato es indispensable, para que se abra paso al restablecimiento, la prueba del menoscabo y de que este es grave y que además no corresponde a un riesgo propio  de la actividad que deba ser asumido por una de las partes contractuales.

Pero además de la prueba de tales hechos es preciso, para que prospere una pretensión de restablecimiento del equilibrio económico del contrato en virtud de cualquiera de las causas que pueden dar lugar a la alteración, que el factor de oportunidad no la haga improcedente, por cuanto, si las partes, habida cuenta del acaecimiento de circunstancias que pueden alterar o han alterado ese equilibrio económico, llegan a acuerdos tales como suspensiones, adiciones o prórrogas del plazo contractual, contratos adicionales, otrosíes, etc., al momento de suscribir tales acuerdos en razón de tales circunstancias es que deben presentar las solicitudes, reclamaciones o salvedades por incumplimiento del contrato, por su variación o por las circunstancias sobrevinientes, imprevistas y no imputables a ninguna de las partes
.

3. El principio de buena fe contractual

Esta Subsección ha insistido sobre la buena fe contractual, u objetiva, en los siguientes términos:

“De lo preceptuado en el artículo 871 del Código de Comercio, con redacción parecida al artículo 1603 del Código Civil, se desprende que en todo el iter contractual, esto es antes, durante y después de la celebración del contrato, y aún después de su extinción, se impone a los intervinientes el deber de obrar de conformidad con los postulados de la buena fe.

En efecto, aquel precepto prevé que los contratos deben “celebrarse y ejecutarse de buena fe, y en consecuencia, obligarán no sólo a lo pactado expresamente en ellos, sino a todo lo que corresponda a la naturaleza de los mismos, según la ley, la costumbre o la equidad natural.”

Pero además, como si no fuera suficiente, el artículo 863 de esa misma codificación ordena que “las partes deberán proceder de buena fe exenta de culpa
 en el periodo precontractual, so pena de indemnizar los perjuicios que se causen”, precepto este que en la contratación pública ha de tenerse como un desarrollo del principio general de planeación que debe informar a toda la actividad contractual del Estado.

Sin embargo con frecuencia inusitada se cree que la buena fe a que se refiere estos preceptos consiste en la convicción de estar obrando conforme a derecho, en la creencia de que la conducta se ajusta en un todo a lo convenido y, en general, en el convencimiento de que se ha observado la normatividad y el contrato, independientemente de que esto sea efectivamente así por haberse incurrido en un error de apreciación porque se piensa que lo que en verdad importa es ese estado subjetivo consistente en que se tiene la íntima certidumbre de haber actuado bien.

Empero nada más lejano de la realidad que esa suposición porque la buena fe contractual no consiste en creencias o convicciones de haber actuado o estar actuando bien, es decir no es una buena fe subjetiva, sino que estriba en un comportamiento real y efectivamente ajustado al ordenamiento y al contrato y por consiguiente ella, tal como lo ha señalado ésta Subsección, “consiste fundamentalmente en respetar en su esencia lo pactado, en cumplir las obligaciones derivadas del acuerdo, en perseverar en la ejecución de lo convenido, en observar cabalmente el deber de informar a la otra parte, y, en fin, en desplegar un comportamiento que convenga a la realización y ejecución del contrato sin olvidar que el interés del otro contratante también debe cumplirse y cuya satisfacción depende en buena medida de la lealtad y corrección de la conducta propia”,
 es decir, se trata aquí de una buena fe objetiva y “por lo tanto, en sede contractual no interesa la convicción o creencia de las partes de estar actuando conforme a derecho”
 o conforme al contrato, pues tales convencimientos son irrelevantes porque, habida cuenta de la función social y económica del contrato, lo que en verdad cuenta son todos los actos reales y efectivos que procuran la cabal realización de  estas funciones dentro del ámbito de la legalidad y de la lealtad y corrección, esto es, ajustados en un todo al ordenamiento jurídico y a lo convenido.”

De manera que el principio de la buena fe contractual es de carácter objetivo e impone, fundamentalmente, a las partes respetar en su esencia lo pactado, cumplir las obligaciones derivadas del acuerdo, perseverar la ejecución de lo convenido, observar cabalmente el deber de informar a la otra parte, y, en fin, desplegar un comportamiento que convenga a la realización y ejecución del contrato sin olvidar que el interés del otro contratante también debe cumplirse y cuya satisfacción depende, en buena medida, de la lealtad y corrección de la conducta propia
. 
Es por ello que, además, ante la inconformidad con el clausulado contractual o en presencia de un incumplimiento o alteración del equilibrio económico del contrato, la parte afectada está en la obligación de informar inmediatamente tales circunstancias a su co-contratante, en atención al principio de la buena fe y a la regla de oportunidad que no permiten que una de las partes, en el momento en que espera el cumplimiento de la obligación debida, sea sorprendida por su contratista con circunstancias que no alegó en el tiempo adecuado, de manera que cualquier reclamación o pretensión ulterior es extemporánea, improcedente e impróspera por vulnerar el principio de la buena fe contractual
.

Asimismo, tampoco es admisible que una de las partes interprete de forma unilateral las cláusulas inicialmente convenidas en el contrato o negocio jurídico estatal con el objeto de satisfacer sus intereses personales, pues aceptar dicha posibilidad no sólo vulneraría los principios que rigen la actividad contractual del estado sino el principio de buena fe objetiva que según los dictados de los artículos 871 del Código de Comercio y 1603 del Código Civil debe regir toda relación negocial. 

Y es que, se itera, el principio de la buena fe objetiva impone fundamentalmente que las partes contratantes respeten y acaten en esencia lo pactado, razón por la cual cualquier actuación desplegada por una de ellas tendiente a interpretar unilateralmente las reglas inicialmente convenidas en perjuicio o desmedro de los intereses de su cocontratante se tornaría totalmente contraria a dicho principio. 

Sobre éste punto es necesario precisar que si bien, por regla general, las partes en un determinado contrato o negocio jurídico de carácter estatal pueden de común acuerdo interpretar las cláusulas allí convenidas con sujeción a las reglas de interpretación  previstas en los artículos 1618 a 1624 del Código Civil
 en aras de procurar la adecuada y oportuna ejecución del objeto contractual así como la satisfacción de los intereses generales, dicha facultad no puede ser ejercida por el contratista de forma unilateral y arbitraria.   

3. Oportunidad de las reclamaciones en materia contractual – Salvedades
 

En cuanto al incumplimiento del contrato, así como para que prospere una pretensión de restablecimiento del equilibrio económico del contrato en virtud de cualquiera de las causas que pueden dar lugar a la alteración, entre las cuales, precisamente, se encuentra el incumplimiento de una de las partes, la jurisprudencia ha sostenido que es necesario que el factor de oportunidad no la haga improcedente.

En efecto, en los casos de incumplimiento y alteración del equilibrio económico del contrato las partes pueden convenir lo necesario para restablecer el orden contractual, suscribiendo “los acuerdos y pactos necesarios sobre cuantía, condiciones y forma de pago de gastos adicionales, reconocimiento de costos financieros e intereses, si a ello hubiere lugar…”.

Luego, si las partes, habida cuenta del acaecimiento de circunstancias que pueden alterar el contrato, llegan a acuerdos tales como suspensiones, adiciones o prórrogas del plazo contractual, contratos adicionales, otrosíes, etc., al momento de suscribir tales acuerdos en razón de tales circunstancias es que deben presentar las solicitudes, reclamaciones o salvedades por incumplimiento del contrato, por su variación o por las circunstancias sobrevinientes, imprevistas y no imputables a ninguna de las partes.

Y es que el principio de la buena fe lo impone porque, como ya se dijo y ahora se reitera, la buena fe contractual, que es la objetiva, “consiste fundamentalmente en respetar en su esencia lo pactado, en cumplir las obligaciones derivadas del acuerdo, en perseverar en la ejecución de lo convenido, en observar cabalmente el deber de informar a la otra parte, y, en fin, en desplegar un comportamiento que convenga a la realización y ejecución del contrato sin olvidar que el interés del otro contratante también debe cumplirse y cuya satisfacción depende en buena medida de la lealtad y corrección de la conducta propia” 
 (Se subraya). 

En consecuencia, si las solicitudes, reclamaciones o salvedades fundadas en el incumplimiento o la alteración del equilibrio económico no se hacen al momento de suscribir las  suspensiones, adiciones o prórrogas del plazo contractual, contratos adicionales, otrosíes, etc., que por tal motivo se convinieren, cualquier solicitud, reclamación o pretensión ulterior es extemporánea, improcedente e impróspera por vulnerar el principio de la buena fe contractual.

Esta postura se encuentra consolidada de vieja data en la Sección Tercera del Consejo de Estado y baste para confirmar lo dicho traer a cuento el siguiente aparte de la sentencia proferida el 23 de junio de 1992, Exp. 6032:

“La anterior manifestación, sin embargo, no encuentra pleno respaldo en el proceso, porque lo cierto es que si hubo suspensiones de las obras, atrasos, de moras, que en últimas condujeron a la prolongación del término contractual inicialmente señalado, no todo obedeció a la voluntad exclusiva de la entidad contratante, sino que hubo acuerdo entre las partes para hacerlo, como se desprende de las actas de suspensión de obra visibles a folios 63 y 64 del Anexo No. 1, suscrito por los interventores, Auditor General y el contratista; o bien de las obras adicionales contratadas, las cuales fueron consignadas en los documentos “otro sí” que reposan en los folios 50 a 60 del Anexo No. 1, suscritos también por el contratista; así mismo, obran en autos las solicitudes de prórroga del actor y los plazos concedidos no sólo en atención a esas peticiones, sino para que entregara la obra contratada en estado de correcta utilización.

No encuentra la Sala razonable que el contratista después de finalizado el contrato, por entrega total de la obra, pretenda censurar a la administración por prolongaciones en el plazo convenido, cuando estuvo de acuerdo con las mismas y en parte fue causante de aquellas. En ningún momento el contratista impugnó tales prórrogas y, si lo hizo, de ello no hay demostración alguna en el proceso. En cambio, si se infiere que con las prórrogas y ampliaciones las partes procuraron superar las dificultades que se presentaron, todo con el ánimo de obtener la ejecución del objeto contractual y de cumplir a cabalidad las obligaciones contractualmente adquiridas. De estas apreciaciones concluye la Sala que no hay lugar a aceptar el cumplimiento respecto del término del contrato planteado por el actor…” (Resaltado propio).

Dicha postura fue retomada posteriormente por la Subsección B de la Sección Tercera de ésta Corporación al señalar que:

“Así las cosas, es menester puntualizar los efectos jurídicos que en relación con reclamaciones pendientes tienen los negocios jurídicos bilaterales de modificación, adición, prórroga y suspensiones suscritos por las partes en ejercicio de la autonomía de la voluntad para adaptar el contrato a las exigencias que sobrevengan o sobre el reconocimiento debido de las prestaciones cumplidas, en el sentido de que no proceden reclamaciones posteriores para obtener reconocimientos de prestaciones emanadas del contrato, cuando no aparecen o no se hicieron en dichos actos.

Esta Sección en sentencia de 23 de julio de 1992, rechazó una reclamación de la contratista después de finalizado el contrato por prolongaciones del plazo convenido, cuando estuvo de acuerdo con ellas, puesto que se entiende que mediante estas prórrogas las partes procuraron superar las dificultades que se presentaron para la debida ejecución del contrato

(…)

Igualmente, en sentencia de 22 de noviembre de 2001, utilizando este criterio como adicional a la falta de prueba de los mayores sobrecostos, indicó que cuando se suscribe un contrato modificatorio que cambia el plazo original dejando las demás cláusulas del contrato incólumes (entre las mismas el precio), no pueden salir avante las pretensiones de la contratista
:

“No se probó procesalmente que BENHUR, dentro del término de ejecución del contrato incurrió en sobrecostos superiores a los reconocidos por CEDENAR. Además la Sala destaca que BENHUR en ejercicio de su autonomía de la voluntad suscribió contratos adicionales de plazo en los cuales luego de la modificación de la cláusula original de PLAZO, convino con CEDENAR que las demás cláusulas del contrato, entre ellas el precio, permanecían incólumes” (subraya la sala).

No sólo no resulta jurídico sino que constituye una práctica malsana que violenta los deberes de corrección, claridad y lealtad negóciales guardar silencio respecto de reclamaciones económicas que tengan las partes al momento de celebrar contratos modificatorios o adicionales cuyo propósito precisamente es el de ajustar el acuerdo a la realidad fáctica, financiera y jurídica al momento de su realización, sorprendiendo luego o al culminar el contrato a la otra parte con una reclamación de esa índole. Recuérdese que la aplicación de la buena fe en materia negocial implica para las partes la observancia de una conducta enmarcada dentro del contexto de los deberes de corrección, claridad y recíproca lealtad que se deben los contratantes, para permitir la realización de los efectos finales buscados con el contrato...

[… ] Por eso, durante el desarrollo de un contrato como el de obra, en el que pueden sobrevenir una serie de situaciones, hechos y circunstancias que impliquen adecuarlo a las nuevas exigencias y necesidades en interés público que se presenten y que inciden en las condiciones iniciales o en su precio, originados en cambios en las especificaciones, incorporación de nuevos ítems de obra, obras adicionales o nuevas, mayores costos no atribuibles al contratista que deban ser reconocidos y revisión o reajuste de precios no previstos, entre otros, la oportunidad para presentar reclamaciones económicas con ocasión de las mismas y para ser reconocidas es al tiempo de suscribir o celebrar el contrato modificatorio o adicional. Igualmente, cuando las partes determinen suspender el contrato deben definir las contraprestaciones económicas que para ellas represente esa situación, con el fin de precaver reclamaciones y la negativa al reconocimiento por parte de la entidad contratante, dado que en silencio de las partes ha de entenderse que las mismas no existen o no se presentan en caso de que éstas no las manifiesten en esa oportunidad.

Con mayor razón legal se genera este efecto jurídico, tratándose de posibles reclamos en materia de desequilibrios económicos del contrato al momento de convenir las condiciones del contrato modificatorio o adicional, en tanto el artículo 27 de la Ley 80 de 1993, preceptúa que si la igualdad o equivalencia financiera se rompe por causas no imputables a quien resulte afectado, “…las partes adoptarán en el menor tiempo posible las medidas necesarias para su restablecimiento”, suscribiendo para tales efectos “los acuerdos y pactos necesarios sobre cuantía, condiciones y forma de pago de gastos adicionales, reconocimientos de costos financieros e intereses, si a ello hubiere lugar…” 

Por consiguiente, la omisión o silencio en torno a las reclamaciones, reconocimientos, observaciones o salvedades por incumplimientos previos a la fecha de celebración de un contrato modificatorio, adicional o una suspensión tiene por efecto el finiquito de los asuntos pendientes para las partes, no siendo posible discutir posteriormente hechos anteriores (excepto por vicios en el consentimiento), toda vez que no es lícito a las partes venir contra sus propios actos, o sea “venire contra factum propium non valet”, que se sustenta en la buena fe que debe imperar en las relaciones jurídicas.”

La Subsección C de la Sección tercera de ésta Corporación también acoge dicha posición al señalar:

“Pues bien, la Sala entiende que el término adicional no pudo causar una mayor permanencia en la obra imputable a la entidad, por varias razones:

En primer lugar, porque este lapso fue objeto de un contrato donde las partes expresaron su voluntad sobre las condiciones en que se continuaría ejecutando la obra, de manera que siempre que se suscribe un contrato adicional la voluntad de las partes retorna a una posición de reequilibrio de las condiciones del nuevo negocio –como cuando se suscribió el contrato inicial-, porque tanto contratante como contratista tienen la posibilidad de suscribirlo o de abstenerse de hacerlo, y si ocurre lo primero, a continuación pueden establecer las nuevas condiciones del negocio. 

(…) 

Esto significa que es perfectamente posible modificar, de común acuerdo, en los contratos adicionales, los precios unitarios o globales del contrato a celebrar, bien para reducirlos o para incrementarlos, definición que cada parte valorará y seguramente concertará en función de los precios del mercado del momento. Claro está que si desde el negocio inicial el contratista se comprometió en alguna de sus cláusulas a mantener los precios, en caso de que se adicione el contrato, entonces la libertad de pacto se habrá empeñado desde esa ocasión, y a ella se atendrá la parte comprometida. En este mismo sentido ya ha expresado esta Sala que:

“… En este sentido, tampoco es aceptable, como lo afirma el actor, que por tratarse de un contrato adicional los precios unitarios debían ser los mismos del contrato inicial, so pretexto de que este aspecto era inmodificable.

“Este criterio es equivocado, porque bien pudo el contratista asumir una de estas dos conductas, al momento de celebrar los negocios: i) suscribirlos, pero con precios de mercado adecuados, es decir, renegociando el valor unitario de los ítems –en otras palabras, debió pedir la revisión del precio-, o ii) desistir del negocio, porque no satisfacía su pretensión económica, teniendo en cuenta que estaba vigente un impuesto que gravaba la actividad adicional que pretendía ejecutar.

“Es así como, si acaso se le causó un daño al contratista se trata de una conducta imputable a él, porque suscribió varios negocios jurídicos pudiendo desistir de ellos, cuando no satisfacían su pretensión económica
.

“Por tanto, es inadmisible que ahora, luego de celebrados y ejecutados los negocios jurídicos, en vigencia de leyes que claramente señalaban las condiciones tributarias del momento, solicite una indemnización por hechos imputables a la gestión propia, pues de haber sido precavido no se habrían generado las consecuencias que dice padecer.”

(…)

En estos términos, el actor pudo acordar nuevos precios, pero no lo hizo; y mal puede venir ahora, ante el juez, a pedirle que lo haga mediante una sentencia, cuando debió negociar en su momento este aspecto. Otra cosa sería que se alegara la materialización de la teoría de la imprevisión, por cuya virtud la alteración de las condiciones de un negocio, ya celebrado, por circunstancias posteriores y ajenas a las partes, se hace difícil en su ejecución y cumplimiento, rompiendo la igualdad y el equilibrio del negocio. Pero este no es el caso, porque sin duda la suscripción de los dos contratos adicionales -tanto el de valor como el de plazo-, estaba precedido de las circunstancias que verdaderamente lo originaron, y fue sobre esas razones -conocidas por el contratista- que se pactó lo que consta en esos dos documentos. 

En este horizonte, cada parte del negocio se hace responsable de aquello a lo que se compromete, y así mismo, mientras nuevas circunstancias no alteren el acuerdo, se considera que contiene en sí su propio reequilibrio financiero
.

Precisado lo anterior, pasa la Sala a abordar el caso concreto. 

4. La necesidad de prueba idónea del vínculo ente la situación fáctica alegada y el desajuste o ruptura grave del equilibrio económico del contrato
 

En efecto, las circunstancias determinantes de la alteración del equilibrio económico del contrato, como también se dijo antes, pueden derivarse de hechos o actos imputables a la Administración o al contratista, como partes del contrato, que configuren un incumplimiento de sus obligaciones, de actos generales del Estado (hecho del príncipe) o de circunstancias imprevistas, posteriores a la celebración del contrato y no imputables a ninguna de las partes.

Sin embargo,  debe recordarse que en todos estos eventos que pueden dar lugar a una alteración del equilibrio económico del contrato es indispensable, para que se abra paso el restablecimiento, la prueba del menoscabo y de que éste es grave y que además no corresponde a un riesgo propio  de la actividad que deba ser asumido por una de las partes contractuales.

Sobre este particular el Consejo de Estado ha expresado lo siguiente:

“…cualquiera que sea la causa que se invoque, se observa que el hecho mismo por sí solo no equivale a un rompimiento automático del equilibrio económico del contrato estatal, sino que deberá analizarse cada caso particular, para determinar la existencia de la afectación grave de las condiciones económicas del contrato. Bien ha sostenido esta Corporación que no basta con probar que el Estado incumplió el contrato o lo modificó unilateralmente, sino que además, para que resulte admisible el restablecimiento del equilibrio económico del contrato, debe probar el contratista que representó un quebrantamiento grave de la ecuación contractual establecida ab initio, que se sale de toda previsión y una mayor onerosidad de la calculada que no está obligado a soportar, existiendo, como atrás se señaló, siempre unos riesgos inherentes a la misma actividad contractual, que deben ser asumidos por él
 o que con su conducta contractual generó la legítima confianza de que fueron asumidos. ”
 
.
En esta misma línea de pensamiento, debe tenerse presente que para tener por acreditado el desequilibrio económico debe aparecer la prueba fehaciente de que en virtud del incumplimiento contractual se presentó un resquebrajamiento grave de la ecuación contractual que compromete la ejecución del contrato. Esto es, que las situaciones fácticas configuradoras del incumplimiento tuvieran la virtud de afectar de manera tan profunda la estructura económica que no puede ser más que calificada de grave.

La prueba en materia de desequilibrio económico, así las cosas, no solo debe configurar el hecho mismo afectante y determinador del incumplimiento, sino también y de manera consecuencial y objetivo el impacto cierto, claro, evidente en la bases que soportan las condiciones económicas y financieras del negocio, permitiendo visualizar al juzgador el daño que sobre las mismas se hubiere causado.

Se reitera: la carga de la prueba en este tipo de casos no se agota en la mera acreditación de ciertas circunstancias fácticas en el devenir de la relación contractual, ello no es más que un punto de inicio que necesariamente debe ser complementado con la suficiente acreditación probatoria y, sobre todo, técnica de las consecuencias negativas de tales hechos en el equilibrio económico del contrato estatal.

La Sala estima oportuno precisar que la prueba de tal desequilibrio no puede ser meramente retórica. El desequilibrio financiero del contrato es un asunto técnico y por ende su prueba debe ser rigurosa, objetiva y debidamente soportada; no bastan simples planteamientos doctrinales o jurisprudenciales; se hace necesario prueba idónea, adecuada y pertinente que evidencie en concreto, la magnitud del desajuste económico del negocio y su impacto en la conmutatividad del mismo.

Prueba, por lo tanto, de ser el caso, altamente técnica, razonablemente fundada en especiales consideraciones contables, económicas, financieras, que permitan deducir de manera objetiva, cómo las situaciones fácticas alegadas como afectantes del equilibrio contractual, inciden de manera cierta, evidente, clara y material en las estructuras económicas y financieras del negocio en los términos propuestos y pactados.

A través de la actividad y debate probatorio el juez debe llegar a la certeza técnica del desbalance que afecta la relación negocial, de aquí como, la simple afirmación en la demanda de la existencia del desequilibrio o de la ruptura de la fórmula o modelo económico rector del negocio, no sea por sí mismo suficiente para dar por probada la configuración de la misma, sus características, impacto en la conmutatividad del negocio, magnitud del desajuste, en fin, todo lo relativo a su identificación plena y que permita abrir paso, al reconocimiento judicial de esta situación y a la determinación y cuantificación de las indemnizaciones que sean pertinentes.

Resulta en consecuencia menester, que la prueba aportada permita materializar no solo el hecho causante o generador del desequilibrio del negocio, sino también configurar, ente otras cosas, sus efectos graves y dañinos, por ejemplo, en relación con el valor intrínseco del contrato, la pérdida económica sufrida
, los efectos económicos y financieros de todo orden y magnitud que devengan de la ruptura de la igualdad o equivalencia surgidos al momento de proponer o contratar etc.

Con otras palabras, y a manera de síntesis, si mediante el contrato estatal se persigue satisfacer el interés general mediante la prestación de los servicios públicos, y si el equilibrio económico del negocio debe mantenerse para lograr la ejecución del objeto contractual y por ende prestar el correspondiente servicio público, resulta evidente que para cumplir con los imperativos legales que ordenan el restablecimiento, es indispensable, no sólo la demostración del acaecimiento de un hecho o acto que tuvo la virtualidad de destruir el balance económico y financiero negocial, sino también que el negocio efectivamente se descompensó por ese hecho o acto.

Por consiguiente, en torno al último aspecto, las probanzas deben demostrar aquel resultado, el que no puede surgir sino mediante la comparación del inicial diseño económico y financiero del contrato con la situación económica y financiera en que  quedó el negocio  luego de sobrevenir el hecho o acto desequilibrante. 

5. Análisis del caso concreto

5.1 Hechos probados. 

La situación que hoy se encuentra bajo conocimiento de la Sala de Subsección versa sobre los hechos que rodearon la celebración y ejecución del Contrato No. 238 de 22 de diciembre de 2006 suscrito entre la Secretaría de Educación de Bogotá D.C. y Edgar Gómez Lucena, en calidad de representante legal del Consorcio CONVEL S.A, con el objeto de
 “ejecutar las obras complementarias de mejoramiento integral consistentes en las obras de construcción de la primera etapa de acuerdo a los planos, detalles especificaciones y cantidades de obra entregados por la Secretaría de Educación del Distrito, de la siguiente Institución Educativa Distrital: Magdalena Ortega Nariño. Sede A.”
 

El valor inicial del contrato fue de $6.502.938.851,86, estipulado como precio unitario fijo sin reajustes. 

El Término inicial de duración del contrato se pactó en 270 días calendario, distribuidos en 15 días previstos para la entrega de los documentos exigidos por el pliego de condiciones para la iniciación del contrato y 255 días calendario previstos para la ejecución de la obra, contados a partir del acta de iniciación que tuvo lugar el 23 de febrero de 2007
. 

Sin embargo, es de anotar que el 10 de marzo de 2007
 la ejecución de los trabajos tuvo inicio a los trabajos objeto del contrato. 

Del material probatorio obrante dentro del plenario y en atención a las pretensiones de la demanda, la Sala observa que dentro de la ejecución del contrato se dieron los siguientes eventos: 

- Modificación No. 1 suscrita el 19 de noviembre de 2007
, realizada a solicitud de la Secretaria de Educación, en el sentido de prorrogar el plazo de ejecución del contrato en 61días calendario. 

- Suspensión mediante Acta No. 1 de 2 de enero de 2008 el término de 10 días calendario contados desde la fecha en que se suscribió la presente acta hasta el 12 de enero del mismo año
. 

- Reinicio mediante Acta No. 1 del 12 de enero de 2008
.

- Modificación No. 2 del 29 de enero de 2008
, realizada teniendo en cuenta la solicitud presentada por la Secretaria de Educación, con fundamento en que “las demoras presentadas en la definición, por parte de la Consultoría, de los planos de cimentación y diseños eléctricos e hidrosanitarios de las acometidas y casetas técnicas adicionadas para servicios autónomos de la primera etapa objeto del contrato, han retardado la ejecución de los trabajos de construcción de estas obras necesarias además para la aprobación por parte de las empresas de servicios públicos y los consiguientes trámites para las conexiones definitivas de acueducto, alcantarillado, gas y teléfonos para su funcionamiento, lo cual modifica la programación prevista”.  
En atención a lo anterior se prorrogó el plazo de ejecución del contrato en 60 días calendario. 
- Suspensión mediante Acta No. 2  de 17 de marzo de 2008 en la que consta que debido a “las demoras en los trabajos de cimentación del cerramiento perimetral producidas por frecuentes lluvias, y demoras en el trámite de las acometidas domiciliarias definitivas por parte de las Empresas de Servicios Públicos”, el negocio jurídico en mención se suspendió por el término de 9 días contados hasta el 26 de marzo de 2008
. 

- Reinicio mediante Acta No. 2 del 17 de marzo de 2008
, a partir de esta fecha. 

 - Suspensión mediante Acta No. 3 de 4 de abril de 2008, en la que consta que el contrato se suspendió por el término de 53 días calendario contados hasta el 27 de mayo del mismo año, debido a que “no obstante las consultas y solicitudes presentadas, persisten las demoras en la documentación y trámite de las conexiones de las acometidas domiciliarias definitivas por parte de las Empresas de Servicios Públicos”
.

- Reinicio mediante Acta No. 3 del 20 de abril de 2008
.

- Prorroga de la suspensión No. 3 mediante Acta No. 1 de 27 de mayo de 2008, en la que consta que “debido a que persisten las demoras en la documentación y trámite de las conexiones de las acometidas domiciliarias definitivas por Empresas de Servicios Públicos, no ha podido conectarse el sistema de desagües, generándose inundaciones en los colectores por presentadas (sic)”. La prórroga de la suspensión se hizo por el término de 7 días calendario contados hasta el 3 de junio del mismo año
.

- Acta de reinicio No. 3 del 27 de mayo de 2008, mediante la cual se reinician las obras suspendidas mediante acta No. 3 de 2008
.

- Acta de entrega física de las obras de construcción de “la primera etapa de acuerdo a los planos, detalles especificaciones y cantidades de obra entregados por la Secretaria de Educación del Distrito, de la siguiente Institución Educativa: Magdalena Ortega Nariño, Sede A”, suscrita el 30 de mayo de 2008
.

- Modificación No. 3 del 30 de mayo de 2008
, en el sentido de adicionar el valor inicial del contrato ($6.502.938.852) en la suma de $3.000.000.000, quedando el valor total del contrato en la suma de $9.502.938.852. 

Asimismo la modificación contempla la ampliación del plazo de ejecución del contrato en 210 días calendario.

La adición se justificó en que “la interventoría considera viable la justificación de la ampliación solicitada, con el objeto de dotar al Colegio de los servicios complementarios de Biblioteca, aula múltiple polivalente, comedor comunitario escolar, sala de informática y áreas de recreación, parqueaderos y cancha múltiple, fundamentales en el desarrollo de las actividades docentes, y que forman parte integral del proyecto teniendo en cuenta estas consideraciones, se encuentra que para terminar de acuerdo a los estándares requeridos por la SED, la construcción y puesta en funcionamiento del Colegio Magdalena Ortega de Nariño, Sede A, es necesaria una adición del valor del contrato por la suma de tres mil millones de pesos ($3.000.000.000) y adición del plazo de ejecución contractual en doscientos diez días calendario (210)”. 
- Suspensión mediante Acta No. 4 de 9 de junio de 2008, por el término de 22 días calendario contados hasta el 1 de julio del mismo año
, por cuanto, “persiste demora en el trámite que se adelanta para aprobaciones de conexión de Alcantarillado y Energía para dar al servicio las áreas de baños construidos y proceder al desmantelamiento de los servicios provisionales, traslado definitivo de actividades docentes a los nuevos edificios y liberación del predio para la construcción de los edificios complementarios objeto de la modificación contractual No. 3, que por otra parte requieren de modificaciones en los planos estructurales, pilotaje y de cimentación del edificio del Salón Múltiple (…)”.  

- Reinicio mediante Acta No. 4 del 1 de julio de 2008
.

- Suspensión mediante Acta No. 5 del 3 de julio de 2008, por el término de 29 días calendario contados hasta el 1 de agosto del mismo año
, porque “(…) Se requiere ajustar los planos arquitectónicos, cimentación y estructura y de instalaciones de acuerdo con los últimos requerimientos de la Curaduría Urbana No. 4. Se han adelantado y están en terminación los trámites para conexiones de alcantarillado y energía para dar al servicio las áreas de baños construidos y proceder al desmantelamiento de los servicios provisionales, traslado definitivo de actividades docentes a los nuevos edificios y liberación del predio para la construcción de los edificios complementarios objeto de la modificación contractual No. 3.” 

- Reinicio mediante Acta No. 5 del 1 de agosto de 2008
.

- Suspensión mediante Acta No. 6 del 18 de enero de 2009
, por el término de 15 días calendario contados hasta el 2 de febrero del mismo año, “con el objeto de realizar ajustes a los diseños eléctricos e hidrosanitarios de la ventanería adicional, de la estructura de cubierta de los bloques J y K, del cielo raso falso del salón de audiovisuales y del salón polivalente, dadas las modificaciones arquitectónicas que se presentaron en el proyecto (…)”. 

- Prórroga mediante Acta No. 1 del 2 de febrero de 2009, de la suspensión No. 6 por el término de 12 días calendario contados hasta el 14 de febrero del mismo año
, la cual se hace necesaria “ya que continúan los ajustes a los diseños eléctricos e hidrosanitarios correspondientes a la fase II y persiste la indefinición de las especificaciones técnicas de la cancha deportiva y zonas exteriores de la ventaneria adicional, de la estructura de cubiertas de los bloques J y K del cielo raso falso del salón de audiovisuales y del salón polivalente, dadas las modificaciones arquitectónicas que se presentaron en el proyecto (…)”. 

- Reinicio mediante Acta No. 6 del 14 de febrero de 2009
.

- Modificación No. 4 del 13 de marzo de 2009
, en el sentido de prorrogar el plazo de ejecución del contrato en 45 días calendario, en atención a que “se presentaron modificaciones de la fase 2 del proyecto arquitectónico, en particular de los edificios J (biblioteca, audiovisuales y aulas de informática) k, (aula múltiple, aula polivalente y otros) y L (cocina, sala de idiomas, emisora) que requirieron ajustes del proyecto estructural y modificaciones de la red hidro- sanitaria y la red eléctrica, que aún se vienen realizando en obra. Que dichos ajustes retrasaron significativamente la ejecución de las estructuras en concreto (…). Por último, se registraron continuos retrasos por efectos de las lluvias torrenciales que se presentaron en los meses de octubre, noviembre y diciembre de 2008 (que incluso vienen presentando en este año) que impidieron la continuidad en las obras de pilotaje, cimentación y rellenos, por cambios en las programaciones de fundidas, sustitución de materiales afectados, doble ejecución de actividades y prolongación de tiempos muertos en el día. 

- Suspensión mediante Acta No. 7 del 3 de abril de 2009, por el término de 10 días calendario contados hasta el 13 de abril del mismo año
, en atención a “las torrenciales lluvias que se vienen presentando y no permiten el avance de las obras exteriores a pesar de las acciones de contingencia adelantadas. De otra parte, no se cuenta con la maquina curvadora de la cubierta Hunter Douglas y fue programada hasta la tercera semana del mes de abril (…)”. 
- Reinicio mediante Acta de No. 7 del 13 de abril de 2009
.

- Suspensión mediante Acta No. 8 del 2 de mayo de 2009, por el término de 23 días calendario contados hasta el 25 de mayo del mismo año
,por “ajustes realizados a los diseños de las cubiertas y las barandas de los puentes, la puerta vehicular del parqueadero, la puerta de acceso principal, la puerta peatonal auxiliar y la malla contra impacto, estos elementos requieren de rectificación y ajustes de fabricación en taller para su posterior montaje (…)”. 

- Modificación No. 5 del 22 de mayo de 2009
, suscrita en atención a que “se requiere modificar contractualmente el plazo del contrato, argumentando lo siguiente “la obra actualmente se encuentra ejecutada en un 89.98% y el contratista ha demostrado idoneidad, responsabilidad y seriedad a lo largo del proceso constructivo, razón por la cual se solicita que el valor de la retención final pactada contractualmente en el 10%, se reduzca al 5% a fin de darle fluidez de caja al contrato. (…) a fin de darle liquidez al contrato, se plantea la disminución del saldo del contrato, como un mecanismo que permita una adecuada ejecución de los recursos. Este mecanismo permitirá al contratista contar con una mayor disponibilidad presupuestal durante el tiempo anterior a la terminación de la obra, asegurando los tiempos de ejecución y entrega”. 

La modificación recayó sobre la forma de pago inicialmente pactada, así:  

“El valor del contrato será cancelado por la SECRETARIA DE EDUCACIÓN al contratista mediante pagos realizados por el Sistema Automático de Pagos – S.A.P, en la cuenta indicada por él en su propuesta así: Pagos parciales: El contrato se cancelará mediante pagos parciales mensuales de acuerdo con: 1.- El avance de los trabajos previa presentación de actas parciales suscritas por el contratista, el interventor del proyecto, el gerente y el Subdirector de Plantas Físicas. 2.- El flujo de caja previa suscrito por el contratista y el interventor del proyecto. 3.- Recibo a satisfacción del avance de obra por parte del interventor. En cada uno de los pagos se amortizará el anticipo en el mismo porcentaje, hasta amortizar su totalidad. Nota: Todo pago está sujeto a la disponibilidad de la Programación Anual Mensualizada de Caja PAC, de la Secretaria de Educación del Distrito y de la Dirección Distrital de Tesorería. 

El saldo se cancelará dentro de los treinta días hábiles siguientes a la firma y aprobación del acta de liquidación final de obra y del contrato, que debe incluir entre otros aspectos, la aprobación de garantías, la totalidad de la obra ejecutada, así como la entrega de los anexos técnicos que hacen parte de los productos complementarios, los cuales deben ser entregados previamente a la suscripción del Acta de Recibo Definitiva. El valor total del saldo no podrá ser inferior al 50% del valor total del contrato. En ésta factura se amortizará el saldo del anticipo que estuviere pendiente. Nota: la SED se reserva el derecho de suministrar al contratista algunos de los materiales requeridos para la ejecución de la obra, el valor de estos será descontado en los pagos parciales mensuales presentados por el contratista de acuerdo al avance de las mismas. El valor descontado será igual a la multiplicación de las cantidades de materiales suministrados por la SED por el valor discriminado por el contratista como VALOR DEL MATERIAL en los análisis de precios unitarios correspondientes a los ítems ejecutados con esos materiales. El pago previa presentación de la correspondiente factura o documento equivalente, con informe de ejecución y recibo a satisfacción por parte del interventor, quien deberá verificar el cumplimiento en el pago de aportes a la Seguridad Social Integral. Para el pago, el contratista radicará en la Secretaria de Educación la factura junto con los soportes y el FURC debidamente diligenciado. PARAGRAFO PRIMERO: En el evento que el objeto contratado esté gravado con el impuesto al valor agregado (IVA), de conformidad con la normatividad tributaria vigente y no haya sido contemplado en el valor ofertado en la propuesta por el contratista, este deberá asumir dicha obligación con cargo al valor del contrato y en consecuencia estará obligado a presentar la respectiva factura o su documento equivalente discriminando los valores a pagar y el IVA. Para todos los efectos legales, presupuestales y fiscales, se entenderá que el valor de la propuesta presentada por el contratista incluye IVA, cuando el bien /o servicio contratado no esté excluido por el gravamen por la Ley. PARAGRAFO SEGUNDO: En el evento que el contratista no presente factura o su documento equivalente para el pago, estando obligado a ello de conformidad con el régimen tributario aplicable al objeto contractual y a su naturaleza jurídica, la Secretaria de Educación en su calidad de agente retenedor, no tramitará el pago hasta tanto no se cumpla con la obligación por parte del contratista y en consecuencia el retraso en el pago que se produzca por esta circunstancia, no generará interés moratorio alguno a cargo de la Secretaria de Educación. PARAGRAFO TERCERO: De cada pago se amortizará el anticipo en la misma proporción entregada al contratista, hasta completar la totalidad del monto entregado por este concepto. El anticipo y los pagos estarán sujetos al Programa Anual Mensualizado de Caja – P.A.C de la Dirección Distrital de Tesorería y/o de la Secretaria de Educación para el Sistema General de Participaciones, sin general (sic) intereses moratorios. PARAGRAFO CUARTO: En el evento de que algún pago sea objeto de proceso de pasivo exigible, la duración de este trámite presupuestal no ocasionará ningún tipo de responsabilidad ni interés por parte de la SED a favor de terceros. 

(…)” 

- Prórroga mediante el Acta No. 1 del 25 de mayo de 2009, de la suspensión No. 8 por el término de 30 días calendario contados hasta el 24 de junio del mismo año
, porque “persisten los ajustes en taller de la (sic) cubiertas y barandas de los puentes, la puerta de acceso principal y la puerta peatonal auxiliar, por los ajustes realizados a las especificaciones técnicas de los diseños (…)”. 

- Reinicio mediante Acta No. 8 del 24 de junio de 2009
.

- Acta de “entrega física de las obras del I.E.D. Magdalena Ortega Nariño”, suscrita el 30 de junio de 2009
.

- Acta de liquidación del contrato de obra No. 238 de 2006 suscrita el 3 de diciembre de 2009
, en la que consta: 

1.- Fecha de terminación del contrato: 30 de junio de 2009 

2.- Valor inicial de la obra objeto del contrato: $6.502.938.851.86

3.- Valor final del contrato: $9.347.519.177.60 en la medida que se adicionó el contrato en $2.844.580.325.74

4.- Valor total del anticipo: $2.601.175.540.74

5.- Teniendo en cuenta los términos previstos en las actas de iniciación del contrato (210 días), de iniciación de actividades (255 días), las modificaciones 1, 2, 3 y 4 (646 días) y las suspensiones (213 días) realizadas al negocio jurídico en cuestión, se tiene que éste se ejecutó por el término de 859 días calendario. 

6.- Causas de terminación: Se completó el objeto contractual en el plazo estipulado. 

7.- Extinción de obligaciones: “Con la suscripción, quedan extinguidas todas obligaciones surgidas entre el Distrito Capital – Secretaria de Educación y el Contratista, por concepto del contrato de obra No. 238/06”. 
De igual forma, en dicha acta, el representante legal del Consorcio CONVEL – EGL – SED 106 realizó la siguiente salvedad: 

“(…) Con su suscripción hacemos constar que el Consorcio Convel EGL – SED 106 se reserva el derecho de formular reclamación por sobrecostos, daños y perjuicios y diferencias que se presentaron en el desarrollo y con ocasión del presente contrato”. 

- Oficio CEGG- GRAL -10-0266 proferido el 14 de octubre d 2010 por la Universidad Nacional en el que consta que teniendo en cuenta las suspensiones y modificaciones que sufrió el contrato No. 238 de 2006 se tiene que el valor a reconocer por “reajustes de precios por mayor permanencia” y “nomina, seguridad social, prestaciones, consumos de servicios públicos y pólizas, es de quinientos diecinueve millones novecientos setenta y seis mil novecientos tres pesos con 11/100 ($519.976.903.11) M/CTE
: 

5.2.- Análisis y solución jurídica. 

El problema jurídico que en el caso de autos se plantea la Sala consiste en determinar si en la ejecución del contrato No. 238 del 22 de diciembre de 2006 se configuró el rompimiento del equilibrio económico del contrato que pueda ser restablecido en sede judicial. 

Visto el material probatorio anteriormente relacionado, la Sala concluye que es evidente que en atención a las prórrogas, modificaciones y suspensiones que sufrió el Contrato No. 238 de 22 de diciembre de 2006 suscrito entre la Secretaría de Educación de Bogotá D.C. y Edgar Gómez Lucena, en calidad de representante legal del Consorcio CONVEL S.A, este se vio expuesto a una mayor permanencia en la obra, la cual luego de estar establecida para una duración de 270 días terminó ejecutándose en 859 días calendario. 
Sin embargo, observa la Sala que entre las partes contratantes llegaron a diferentes acuerdos tales como suspensiones, contratos adiciones y prórrogas del plazo contractual e incluso, una adición al valor del contrato inicial en la suma de $3.000.000.000.oo; acuerdos estos que fueron celebrados con ocasión de las circunstancias que estaban alterando la ejecución normal del contrato, pero, al momento de su suscripción el contratista no presentó solicitudes, reclamaciones o salvedades que indicaran que con el arreglo introducido no se sanearan las situaciones presentadas, en razón a lo cual las pretensiones hoy expuestas en sede judicial resultan extemporáneas, improcedentes e imprósperas por vulnerar el principio de la buena fe contractual.
En este sentido, debe tenerse en cuenta que el último acuerdo suscrito entre las partes corresponde al Acta de reinicio de la obra No. 8 del 24 de junio de 2009, en el cual, se insiste, no se hicieron salvedades, por lo que, en el evento de existir una reclamación pendiente por concepto de sobrecostos por mayor permanencia en la obra, éstos sólo podrían comprender el periodo restante, esto es, el comprendido entre el 25 de junio de 2009 y el  30 de junio de 2009 (fecha de entrega definitiva de las obras contratadas). 

Entonces, independientemente de que se haya generado o no un desequilibrio económico del contrato con ocasión de la mayor permanencia en la obra, para la Sala es claro que para que sea procedente su restablecimiento, se debe cumplir con el requisito de oportunidad, consistente en presentar las solicitudes, reclamaciones o salvedades por incumplimiento del contrato, por su variación o por las circunstancias sobrevinientes,  dentro de los momentos que en el ejercicio de la actividad contractual ha tenido para restablecer el equilibrio económico que se ha visto roto, esto es, al momento de suscribir acuerdos como suspensiones, adiciones o prórrogas del plazo contractual, contratos adicionales, otrosíes, etc. Sobre lo cual es importante señalar que tales acuerdos no fueron unilaterales sino que en todo momento contaron con la voluntariedad del contratista para suscribir cada acta, prorroga, modificación y suspensión. 

Y es que si las solicitudes, reclamaciones o salvedades fundadas en la alteración del equilibrio económico no se hacen al momento de suscribir las suspensiones, adiciones o prórrogas del plazo contractual, contratos adicionales, otrosíes, etc., que por tal motivo se convinieren, cualquier solicitud, reclamación o pretensión ulterior deviene en extemporánea, improcedente e impróspera por vulnerar el principio de la buena fe contractual.

En otras palabras, es evidente para la Sala que la demandante durante toda la ejecución del contrato procedió a convenir suspensiones, adición en valor y prórrogas en el plazo inicialmente pactado, mediante actas de suspensión, contratos modificatorios y adicionales, sin que en ninguno de ellos consignara reclamaciones, salvedades  o manifestaciones de quedar pendientes tales asuntos, razón por la cual se considera que al momento de la suscripción de los documentos que contiene cada uno de esos actos se restableció el equilibrio económico que pudiera estar alterado precedentemente, pues nada se dijo en contrario.

De otra parte, si bien en el presente asunto el contratista formuló salvedades de desequilibrio financiero del contrato en el acta de liquidación bilateral suscrita entre los contratantes el 3 de diciembre de 2009, tales salvedades se hicieron de forma general, abstracta, indeterminada y extemporánea. 

Extemporáneas porque dichas salvedades no fueron puestas en conocimiento de la administración pública durante la ejecución del contrato y además, sí durante el plazo de ejecución del contrato se procedió a suscribir actas de suspensión, de reinicio, contratos modificatorios y adicionales, sin que en ninguna de ésas oportunidades formulara salvedad alguna, en virtud del principio de buena fe, se presume que en cada una de éstas el equilibrio económico del contrato se restableció y que ésta estuvo conforme con lo allí acordado. 

Asimismo, la salvedad formulada por el contratista en el acta de liquidación bilateral, además de extemporánea, es imprecisa pues no se dijo qué hechos la constituyen o en qué se hace consistir o cuál es el monto aproximado de la reclamación, o si se configura en hechos nuevos y posteriores al último acuerdo celebrado entre las partes.

Siendo esto así, la Sala no coincide con el planteamiento expuesto por el interventor del contrato en oficio CEGG- GRAL -10-0266 en el sentido de considerar que las suspensiones y modificaciones que sufrió el contrato No. 238 de 2006 dan lugar a reconocer por “reajustes de precios por mayor permanencia” y “nomina, seguridad social, prestaciones, consumos de servicios públicos y pólizas, es de quinientos diecinueve millones novecientos setenta y seis mil novecientos tres pesos con 11/100 ($519.976.903.11) M/CTE
”. Se itera, porque esta situación no fue puesta en conocimiento de la administración en el momento y oportunidad adecuados, es decir, la administración no tuvo conocimiento de estos hechos en el momento en que se sucedieron, razón por la cual no puede resultar sorprendida en la liquidación del contrato.  
Así las cosas, corresponde a la Sala denegar las pretensiones expuestas por el demandante frente al rompimiento del equilibrio económico del contrato por mayor permanencia en la obra e, igual suerte concierne a la pretensión expuesta frente al pago de los costos financieros en los que incurrió el contratista por el no pago del anticipo, ya que no existe prueba dentro del plenario que permita establecer que dicha reclamación fue presentada oportunamente; por el contrario, en ninguna de las actas, modificaciones o prorrogas se hizo salvedades al respecto. 

Así las cosas, resulta evidentísimo que las pretensiones de la demanda están llamadas al fracaso y comoquiera que así lo vio y lo decidió el Tribunal, la sentencia apelada será confirmada, por los motivos expuestos en esta providencia. 
En mérito de lo expuesto la Subsección C de la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca el 26 de marzo de 2015
, en el sentido de negar las pretensiones pero por los motivos expuestos en esta providencia. 

SEGUNDO: Devolver el expediente al Tribunal de origen.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

OLGA MÉLIDA VALLE DE DE LA HOZ       GUILLERMO SÁNCHEZ LUQUE

Presidente                                                     Magistrado

JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA

Magistrado Ponente
� Fls.226-227 C.P 


� Fls.216-224 C.P 


� Fls.8-31 C.1 


� Al respecto, tener en cuenta que previo a la presentación de la demanda el día 7 de septiembre de 2010 el Consorcio CONVEL EGL – SED 106 solicitó conciliación prejudicial la cual se llevó a cabo el 10 de noviembre de 2010 ante la Procuraduría 147 Judicial II Administrativa y en la que las partes llegaron a un acuerdo por valor de $ 519.976.903.11, según consta en el acta de conciliación prejudicial (Fls. 117-118 C.2); no obstante, dicho arreglo fue improbado mediante auto proferido por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca el 10 de febrero de 2011. (Fls.119 A -119 C. del C.2). 


� Fls.8-11 C.1 


� Fls.34 C.1 


� Fls.37 C.1 


� Fls.48-53 C.1 


� Fls.70-71 C.1 


� Fls.182 C.1 


� Fls.183-185 C.1 


� Fls.187-200 C.1 


� Fls.226-227 C.P 


� Fls.239-241 C.P. 


� Consejo de Estado, Sección Tercera – Subsección C, sentencia de 30 de abril de 2015, Exp. 33.425, M.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa. 


� Artículo 2º.


� Artículo 209.


� Consejo de Estado – Sección Tercera – Subsección C, sentencia 23.904 del 30 de enero de 2013, M.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa. 


� Consejo de Estado – Sección Tercera -  Subsección C, sentencias Sentencia 26.637 de 13 de junio de 2013; 27.315 del 24 de abril de 2013 y 24.510 del 8 de mayo de 2013, M.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa. 


� Hoy se encuentra especialmente previsto en el artículo 3º de la Ley 80 de 1993, al disponer que “los servidores públicos tendrán en consideración que al celebrar contratos y con la ejecución de los mismos, las entidades buscan el cumplimiento de los fines estatales, la continua y eficiente prestación de los servicios públicos y la efectividad de los derechos e intereses de los administrados que colaboran con ellas en la consecución de dichos fines. Los particulares, por su parte, tendrán en cuenta al celebrar y ejecutar contratos con las entidades estatales que [además de la obtención de utilidades cuya obtención garantiza el Estado] colaboran con ellas en el logro de sus fines y cumplen una función social que, como tal, implica obligaciones.”�


� Consejo de Estado – Sección Tercera – Subsección C, sentencia 24.637 del 24 de abril de 2013, M.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa. 


� Consejo de Estado – Sección Tercera – Subsección C, Sentencia 24.580 de 19 de junio de 2013, M.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa. 





� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, Sentencia del 20 de octubre de 2014, Exp: 24.809.  


� Consejo de Estado, Sección Tercera – Subsección C, sentencia de 20 de octubre de 2014, Exp. 48.061, M.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa. 


� Aunque el artículo 1603 sólo expresa que “deberán ejecutarse”, el entendimiento es que el deber de buena fe objetiva comprende todo el iter contractual. (La cita es del texto citado).


� Sobre el desacierto en que incurrió el legislador colombiano al introducir en esta norma la expresión “exenta de culpa” vid.: M. L. NEME VILLARREAL. Buena fe subjetiva y buena fe objetiva. Equívocos a los que conduce la falta de claridad en la distinción de tales conceptos. En: Revista de Derecho Privado No. 17, Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 2009; M. L. NEME VILLARREAL. La presunción de buena fe en el sistema jurídico colombiano: una regla cuya aplicación tergiversada desnaturaliza el principio. En: Revista de Derecho Privado No. 18, Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 2010. (La cita es del texto citado).


� Sobre el principio de planeación ésta subsección expresó: “Dentro de esos parámetros, como se acaba de expresar, se encuentran los estudios previos que, entre otros fines, persiguen cumplir con la obligación de establecer los precios reales del mercado de aquellas cosas o servicios que serán objeto del contrato que pretende celebrar la administración de tal suerte que pueda tener un marco de referencia que le permita evaluar objetivamente las propuestas que se presenten durante el respectivo proceso de escogencia del contratista.” Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, sentencia del 28 de marzo de 2012, expediente 22471. (La cita es del texto citado). 


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, sentencia del 22 de junio de 2011, expediente 18836. (La cita es del texto citado).


� Ibídem. (La cita es del texto citado).


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, sentencia del 19 de noviembre de 2012, expediente 22043. (La cita es del texto citado).


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, sentencia del 22 de junio de 2011, expediente 18836. (La cita es del texto citado).


� Esta postura se encuentra consolidada de vieja data en la Sección Tercera del Consejo de Estado. Al respecto ver: sentencia del 23 de junio de 1992, Exp. 6032; Subsección B, sentencia del 31 de agosto de 2011, Expediente 18080; Subsección C, sentencia del 9 de mayo de 2012, Expediente 22087. y sentencia del 10 de septiembre de 2014, Expediente 27648.


� ARTICULO 1618. Prevalencia de la intención. Conocida claramente la intención de los contratantes, debe estarse a ella más que a lo literal de las palabras.


ARTCULO 1619. Limitaciones del contrato a su materia. Por generales que sean los términos de un contrato, solo se aplicarán a la materia sobre que se ha contratado.


ARTICULO 1620. Preferencia del sentido que produce efectos. El sentido en que una cláusula puede producir algún efecto, deberá preferirse a aquel en que no sea capaz de producir efecto alguno.


ARTICULO 1621. Interpretación por la naturaleza del contrato. En aquellos casos en que no apareciere voluntad contraria, deberá estarse a la interpretación que mejor cuadre con la naturaleza del contrato. Las cláusulas de uso común se presumen aunque no se expresen.


ARTICULO 1622. Interpretación sistemática, por comparación y por aplicación práctica. Las cláusulas de un contrato se interpretarán unas por otras, dándosele a cada una el sentido que mejor convenga al contrato en su totalidad.


Podrán también interpretarse por las de otro contrato entre las mismas partes y sobre la misma materia. O por la aplicación práctica que hayan hecho de ellas ambas partes, o una de las partes con aprobación de la otra parte.


ARTICULO 1623. Interpretación de la inclusión de casos dentro del contrato Cuando en un contrato se ha expresado un caso para explicar la obligación, no se entenderá por solo eso haberse querido restringir la convención a ese caso, excluyendo los otros a que naturalmente se extienda.


ARTICULO 1624. Interpretación a favor del deudor. No pudiendo aplicarse ninguna de las reglas precedentes de interpretación, se interpretarán las cláusulas ambiguas a favor del deudor. Pero las cláusulas ambiguas que hayan sido extendidas o dictadas por una de las partes, sea acreedora o deudora, se interpretarán contra ella, siempre que la ambigüedad provenga de la falta de una explicación que haya debido darse por ella.


� Consejo de Estado, Sección Tercera – subsección C, sentencia de 27 de agosto de 2015, Exp. 43.769, M.P. Jaime Orlando Santofimio. 


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, sentencia del 22 de junio de 2011, expediente 18836. (La cita es del texto citado).


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sentencia del 22 de noviembre de 2001, Expediente. 13356... (La cita es del texto citado).


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B, sentencia del 31 de agosto de 2011, Expediente 18080.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sentencia del 30 octubre de 2003, Exp. 17.213 (La cita es del texto citado). 


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera,  Subsección C, Sentencia del 9 de mayo de 2012, Expediente 22087. Cfr.  Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera,  Subsección C, Sentencia del 10 de septiembre de 2014, Expediente 27648


� Consejo de Estado, Sección Tercera – Subsección C, sentencia de 30 de abril de 2015, Exp. 33.425, M.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia 18 de septiembre de 2003, exp. 15.119.... (La cita es del texto citado).


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 11 de diciembre de 2003, exp. 16.433... (La cita es del texto citado).


� Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección B, sentencia de 31 de agosto de 2011, Expediente 18080. (La cita es del texto citado).


� Ley 80 de 1993, Art. 5.


� Fls.76-98 C.1, 6-28 C.2 y 37-59 C.5 


� Cláusula Primera.


� Acta de inicio del contrato de obra No. 238 de 2006 suscrita el 23 de febrero de 2007 por el representante legal del Consorcio CONVEL – EGL – SED 106, la Secretaría de Educación del Distrito de Bogotá y la Universidad Nacional, en su calidad de interventora en la que consta que: (I) ese día se dio inicio a la ejecución del negocio jurídico en cuestión; y (II) el plazo del contrato es de 270 días calendario - Fls.99 C.1, 35 C.2, 20 y 60 C.5 


� Acta de inicio de actividades del contrato de obra No. 238 de 2006 de 10 de marzo de 2007 firmada por el representante legal del Consorcio CONVEL – EGL – SED 106, la Secretaría de Educación del Distrito de Bogotá y la Universidad Nacional, en su calidad de interventora del contrato en la que consta: (I) que ese día se dio inicio a los trabajos objeto del negocio jurídico; (II) el plazo del contrato es de 270 días; y (III) el plazo de ejecución del contrato es de 255 días - Fls.100 C.1,  34 C.2,19 y 61 C.5 


� Fls.53-54 C.2 


� Fls.55 C.2  


� Fls.101 C.1, 56 C.2 y 62 C.5 


� Fls.57-58 C.2 


� Fls.102 C.1, 59 C.2 y 63 C.5 


� Fls.103 C.1, 60 C.2 y 64 C.5 


� Fls.104 C.1, 61 C.2 y 65 C.5 


� Fls.106 C.1 y 67 C.5 


� Fls.105 C.1, 62 C.2 y 66 C.5 


� Fls.63 C.2  


� Fls.36-38 C.2 


� Fls.123-124 C.1, 40-41 C.2, 24-25 y 84-85 C.5 


� Fls.64 C.2 


� Fls.65 C.2  


� Fls.107 C.1, 66 C.2 y 68 C.5 


� Fls.108 C.1, 67 C.2 y 69 C.5 


� Fls.109-110 C.1, 68-69 C.2 y 70-71 C.5 


� Fls.115-116 C.1 y 76-77 C.5 


� Fls.117-118 C.1, 70-71 C.2 y 78-79 C.5 


� Fls.126-127 C.1 y 72-73 C.2 y 87-88 C.5 


� Fls.119-120 C.1, 74-75 C.2 y 80 -81 C.5 


� Fls.111-112  C.1, 76-77 C.2 y 82-83 C.5 


� Fls.113-114  C.1, 78-79 C.2, 72-73 y 74-75 C.5  


� Fls.128-130 C.1 y 84-86 C.2 y 89-91 C.5 


� Fls.80-81 C.2 


� Fls.111-112  C.1, 82-83 C.2 y 72-73 C.5 


� Fls.43-44 C.2 


� Fls.131-135 C.1, 46-50 C.2, 29-33 y 92-96 C.5 


� Fls.11-129 C.4 


� Fls.11-129 C.4 


� Fls.216-224 C.P 





